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b) 0,1595 euros por elector o electora cuando el resultado 
supere el diez por ciento y hasta el quince por ciento de los 
votos válidos emitidos en las elecciones.

c) 0,1931 euros por elector o electora cuando el resultado 
supere el quince por ciento y hasta el veinte por ciento de los 
votos válidos emitidos en las elecciones.

d) 0,2352 euros por elector o electora cuando el resultado 
supere el veinte por ciento y hasta el veinticinco por ciento de 
los votos válidos emitidos en las elecciones.

e) 0,2687 euros por elector o electora cuando el resultado 
supere el veinticinco por ciento y hasta el treinta por ciento de 
los votos válidos emitidos en las elecciones.

f) 0,3107 euros por elector o electora cuando el resultado 
supere el treinta por ciento y hasta el treinta y cinco por ciento 
de los votos válidos emitidos en las elecciones.

g) 0,3527 euros por elector o electora cuando el resul-
tado supere el treinta y cinco por ciento de los votos válidos 
emitidos en las elecciones.

La cantidad subvencionada por este concepto no estará 
incluida dentro del límite previsto en el artículo siguiente, siem-
pre que se haya justificado la realización efectiva de la activi-
dad a que se refiere esta subvención.

Artículo 3. Límite de los gastos electorales.
El límite de los gastos electorales que podrá realizar cada 

partido, federación, coalición o agrupación de electores en las 
elecciones al Parlamento de Andalucía de 2012 será la canti-
dad en euros que resulte de multiplicar por 0,4367 el número 
de habitantes correspondiente a la población de derecho de 
cada una de las circunscripciones donde aquéllos presenten 
sus candidaturas.

En consecuencia, teniendo en cuenta la población de de-
recho referida a 1 de enero de 2011, los límites correspon-
dientes a cada una de las circunscripciones que integran la 
Comunidad Autónoma de Andalucía serán los siguientes:

Almería: 306.921,06 euros.
Cádiz: 543.044,75 euros.
Córdoba: 351.917,75 euros.
Granada: 403.750,99 euros.
Huelva: 227.943,43 euros.
Jaén: 292.851,02 euros.
Málaga: 709.998,65 euros.
Sevilla: 842.377,71 euros.

Disposición final única. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el mismo día de su 

publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 31 de enero de 2012

CARMEN MARTÍNEZ AGUAYO
Consejera de Hacienda y Administración Pública 

ACSEP Y ARUTLUCIRGA ED AÍREJESNOC 

CORRECCIÓN de errores de la Orden de 9 de ene-
ro de 2012, por la que se convocan para el ejercicio 
FEAGA 2013 las ayudas para la promoción del vino en 
mercados de terceros países, reguladas en el Real De-
creto 244/2009, de 27 de febrero, para la aplicación 
de las medidas del programa de apoyo al sector vitiviní-
cola español (BOJA núm. 11, de 18 de enero de 2012).

Advertido error en la Orden de 9 de enero de 2012, por 
la que se convocan para el ejercicio FEAGA 2013 las ayudas 
para la promoción del vino en mercados de terceros países, 

reguladas en el Real Decreto 244/2009, de 27 de febrero, 
para la aplicación de las medidas del programa de apoyo al 
sector vitivinícola español, publicada en el BOJA núm. 11, de 
18 de enero de 2012, se procede a su subsanación mediante 
la siguiente corrección:

- En la página 18, en el DISPONGO, en el apartado Se-
gundo, en el primer párrafo, donde dice:

«(...) La Comunidad Autónoma de Andalucía establece 
para la convocatoria de 2013 un plazo de presentación de soli-
citudes, contado desde el día siguiente al de la publicación de 
la presente Orden en el Boletín Oficial de la Junta de Andalu-
cía, hasta el 15 de febrero de 2011.»

Debe decir:
«(...) La Comunidad Autónoma de Andalucía establece 

para la convocatoria de 2013 un plazo de presentación de soli-
citudes, contado desde el día siguiente al de la publicación de 
la presente Orden en el Boletín Oficial de la Junta de Andalu-
cía, hasta el 15 de febrero de 2012.»

Sevilla, 31 de enero de 2012 

ETNEIBMA OIDEM ED AÍREJESNOC 

DECRETO 6/2012, de 17 de enero, por el que se 
aprueba el Reglamento de Protección contra la Conta-
minación Acústica en Andalucía, y se modifica el Decre-
to 357/2010, de 3 de agosto, por el que se aprueba el 
Reglamento para la Protección de la Calidad del Cielo 
Nocturno frente a la contaminación lumínica y el estable-
cimiento de medidas de ahorro y eficiencia energética.

El artículo 57.2 del Estatuto de Autonomía para Anda-
lucía establece que corresponde a la Comunidad Autónoma 
la competencia compartida en relación con la regulación del 
ambiente atmosférico y de las distintas clases de contamina-
ción del mismo. Esta previsión debe interpretarse a la luz del 
artículo 149.1.23.ª de la Constitución Española, que reconoce 
al Estado la competencia exclusiva para dictar la legislación 
básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de 
las facultades de las Comunidades Autónomas de establecer 
normas adicionales de protección.

En el ámbito local, el artículo 9.12 de la Ley 5/2010, de 
11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía, recoge las com-
petencias municipales en materia de contaminación acústica.

El VI Programa Comunitario de Acción en materia de Me-
dio Ambiente establece las directrices de la política ambiental 
de la Unión Europea para el período 2001-2010, marcando 
como objetivo en materia de contaminación acústica, la re-
ducción del número de personas expuestas de manera regular 
y prolongada a niveles sonoros elevados. Para ello considera 
necesario avanzar en las iniciativas llevadas a cabo hasta el 
momento, consistentes en la fijación de valores límite de emi-
sión acústica y en la adopción de estrategias de reducción del 
ruido en el ámbito local. En este marco, se aprueba la Direc-
tiva 2002/49/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
25 de junio de 2003, sobre evaluación y gestión del ruido am-
biental, con el fin de proporcionar una base para el desarrollo 
de medidas comunitarias sobre el ruido ambiental emitido por 
las fuentes consideradas, es decir, las infraestructuras viarias, 
ferroviarias y aeroportuarias así como el ruido industrial.

La citada Directiva se transpone al ordenamiento jurídico 
estatal mediante la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido, 
y cuya regulación tiene la naturaleza de normativa básica, en los 
términos que establece su disposición final primera.


